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AL JUZGADO DE INSTRUCCIÓN NUMERO CUATRO DE SAN JAVIER 

PARA ANTE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE MURCIA 

SECCION DE QUINTA (SEDE EN CARTAGENA)  

SALA DE LO PENAL 


Dª Almudena Cler Guirao, Procuradora de los Tribunales y de  D. RAMON ANGEL CABRERA SANCHEZ y, según consta acreditado en Autos Diligencias Previas nº 878/07, como mejor proceda en Derecho, DIGO:


Por medio del presente ME ADHIERO INTEGRAMENTE AL RECURSO DE APELACION E INCIDENTE DE NULIDAD DE ACTUACIONES, presentado en fecha 7 de abril de 2008 por la Defensa de D. Daniel García Madrid, contra los autos de prisión de 3 de abril y 1 de abril de 2008 al que reenvía y al auto de 28 de marzo de 2008, acordando el secreto de las actuaciones y la práctica de determinadas actuaciones, en base a las siguientes

ALEGACIONES

1º.- EN CUANTO AL ASPECTO CONSTITUCIONAL.

A) Queremos destacar la irregularidad de las Diligencias Informativas 9/08 de la Fiscalía, que constituyen la causa de las resoluciones objeto de recurso.

En efecto, la actuación del Ministerio Fiscal vulnera el art. 773.2 de la LECR, pues son incompatibles con las Diligencias Previas 878/07 del Juzgado de Instrucción Nº 4 de San Javier.

B) Vulneración de la doctrina del Tribunal Constitucional a partir de la LO 13/2003, de 24 de octubre, por cuanto desconoce que la situación de Prisión Provisional tiene un carácter extraordinario que sólo se justifica cuando existe riesgo de que el imputado pueda sustraerse a la acción de la justicia o cuando exista fundado temor de que pueda destruir pruebas o seguir cometiendo el delito imputado.

Ninguno de estos requisitos concurren en el presente caso.

A este respecto debemos citar un precedente inmediato  en el que el Tribunal Superior de Justicia de Murcia, a un Diputado Regional, por hechos, presuntamente  graves, no le ha aplicado tan rigurosa situación personal.
· Más significativo aún es el Decreto del Fiscal Sr. Escrihuela de  30 de noviembre de 2006, dimanante de las Diligencias Informativas 66/06 del Tribunal Superior de Justicia de Murcia en el que, el perito nombrado a instancias de la Fiscalía dictaminó la existencia de un perjuicio patrimonial de 8.397.966 € para el Ayuntamiento de La Unión, en unas diligencias en las que estaban imputados el Alcalde y el Arquitecto Municipal, y sin embargo, el Fiscal acordó el archivo en base a que:

“…….la cuestión básica a analizar es determinar si tal perjuicio para el Ayuntamiento de La Unión es penalmente relevante, lo que sin duda debe conectarse con la inexistencia de relaciones mercantiles amistosas o favorecedoras con Peinsa, toda vez que de la investigación patrimonial realizada no ha podido establecerse ninguna conexión entre los Funcionarios Públicos del Ayuntamiento de La Unión y Juan Gracia, lo que determina la inexistencia de prevaricación y de negociaciones prohibidas a los funcionarios del artículo 439 o fraude del artículo 436, al no constar malicia. El perjuicio patrimonial para la causa pública sólo se prevé en nuestro Código Penal, arts. 432 y ss. en los tipos de malversación, pero en este caso no hay apropiación de ningún bien público ni aplicación a usos distintos, por tanto la conducta es atípica desde ese punto de vista.



Nada obsta que los hechos en si sean reprochables en la jurisdicción administrativa, si esta considerara la existencia de perjuicio patrimonial para la Corporación Municipal.”
· Lo mismo cabe argumentar respecto del Decreto de Archivo de las Diligencias Informativas 276/06 de esa misma Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, respecto a la renuncia a la cesión del 10% del aprovechamiento Urbanístico de la Unidad de Actuación Nº9 del Ayuntamiento de Lorquí, sin exigir ninguna contraprestación, con el siguiente argumento:

“…….Se denunciaba principalmente una conducta ilegal por donar los aprovechamientos lucrativos  propiedad del Ayuntamiento de Lorquí en beneficio de los propietarios del suelo ya de por sí beneficiados por estar incluidas sus propiedades en una Unidad de Actuación de suelo urbano con un derecho de aprovechamiento de 3 m2/m2, en detrimento del resto de ciudadanos de Lorquí, que ven disminuidos los solares municipales o su conversión metálico que debían integrar el Patrimonio Público de Suelo para realizar viviendas de protección oficial u otros usos de interés social: se considera que es una conducta que podría carecer de justificación legal suficiente para amparar dicha actuación, pero queda descartada cualquier sospecha de beneficiar directamente a una persona física o jurídica concreta, porque simplemente es la inercia de una práctica que ha venido realizando el Ayuntamiento de Lorquí desde que la Alcaldesa denunciada tomó posesión en Junio de 1995. Cuando se le pregunta al Ayuntamiento sobre la realidad de la renuncia a la cesión del 10% sin más y sin exigir la conversión en metálico del aprovechamiento municipal, no sólo no lo niega, sino que remite expedientes de otras Unidades de Actuación donde se ha realizado la misma práctica: resulta difícil pensar que el que sabe que ha cometido un delito aporte pruebas de otros expediente donde se ha actuado de la misma manera porque es tanto como aportar pruebas de nuevos hechos delictivos……”

Todo parece indicar que la Fiscalía anticorrupción tiene dos varas de medir según el color de la corporación.
C) EN CUANTO A LA PRUEBA APORTADA POR LA FISCALIA.

Aduce la defensa de D. Daniel García Madrid, que existen numerosos errores en las valoraciones de los 2 peritos aportados por la Fiscalia. A este respecto queremos insistir en que, en efecto los informes de la Sra. Fontela y de Sr Pertusa carecen de validez , no solo porque se refieren a una normativa que no estaba en vigor cuando D. Ramón Cabrera emitió su valoración ( la Orden Regional de 19 de diciembre de 2.006)  sino porque además : 

· El Informe de Dª Pilar Fontela aplica una formula catastral prevista para la obtención de unos valores de tipo fiscal de suelo residencial, partiendo del precio de venta de una vivienda, en consecuencia capitaliza los gastos del promotor, en vez de restarlos , como seria lo procedente dado que aquí hablamos de un solar que todavía no esta edificado. Por otra parte esta señora aplica la formula (que insistimos no está previsto para ello) a valoraciones subjetivas como el precio de metro de vivienda de 1.900 € que ella estima según su opinión.

· El sr. Pertusa incurre igualmente en apreciaciones de tipo subjetivo tales como “el jurado de expropiación nunca habría pagado mas de 15 euros por metro cuadrado “.
Desconoce el Perito en su informe, el Ministerio Fiscal al aportarlo, y SSª al aceptarlo, el criterio reiterado del Tribunal Supremo conforme al cual , en las expropiaciones de suelo para creación de infraestructuras (recordemos que el suelo rustico permutado tenia como destino , la ampliación del Cementerio, la creación de un Centro de Transportes y la implantación de unas Instalaciones de la Guardia Civil ) el valor que debe darse a los terrenos es el de la finalidad urbanística que se persigue con la expropiación, sin que quepa valorar como no urbanizable ( en este caso rustico) aquel cuyo destino es ser urbanizado (en este caso dotacional)  (Sentencias del Tribunal Supremo de 29 de mayo de 1999 , 1 de abril de 2.000., 16 de enero de 2.001, 24 de junio de 2.004, y otras muchas).
Por lo expuesto,
AL JUZGADO SUPLICO: Que tenga por presentado este escrito en la representación acreditada, y por formuladas ALEGACIONES al recurso de apelación e incidente de nulidad de actuaciones, presentado en fecha 7 de abril de 2008 por la Defensa de D. Daniel García Madrid, contra los autos de prisión de 3 de abril y 1 de abril de 2008 al que reenvía y al auto de 28 de marzo de 2008, acordando el secreto de las actuaciones y la práctica de determinadas actuaciones, lo admita y tras sus tramites A LA SALA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL SUPLICO : Que ME TENGA POR ADHERIDO INTEGRAMENTE AL RECURSO DE APELACION INTERPUESTO POR LA REPRESENTACION DE D. DANIEL GARCIA MADRID , y sin perjuicio de la reclamación de las actuaciones para su consulta, resuelva de conformidad con lo interesado en dicho recurso de apelación , mas las alegaciones que se incluyen en este escrito de adhesión, y declare la nulidad de todo lo actuado, restaure el derecho a la libertad personal vulnerado.


Es Justicia que pido en San Javier para Cartagena a catorce de abril de dos mil ocho.

OTROSI DIGO: Que de conformidad con lo establecido en el Art. 766-3 de la Lecrim  y sin perjuicio de la reclamación por la Sala de las actuaciones para su consulta, solicitamos el testimonio de los siguientes particulares: 
· Folio 267 del Anexo I al Primer Expediente Abierto…  al observar error en el recurso de D. Daniel García Madrid al haberse interesado el Folio 167 debiendo ser 267.

· Folio 22 del Anexo I al Primer Expediente Abierto…, pues en el Recurso de D. Ramón Ángel Cabrera Sánchez, en la pagina 3 del recurso se menciona el folio 368, por error (ya que dicha numeración es la correspondiente al Archivador I de la Pieza Separada del Ayuntamiento de Torre Pacheco – Folios 364 a 423).
· Testimonio de los folios 364 a 423 que obran en la Pieza Separada del Ayuntamiento de Torre Pacheco de las actuaciones, y que son idénticos a los obrantes a los folios 18 a 76 del Anexo I al Primer Expediente Abierto, pues aunque en el escrito del Sr Secretario del Ayuntamiento de Torre Pacheco , obrante al Folio 1 del Anexo I al Primer Expediente Abierto … hace constar el mismo que “… de dicho expediente de existir copia en ese juzgado ya que se remitió anteriormente (aptdo 2º de la orden judicial) , no queda constancia a los efectos de este recurso de ello, por lo que se interesa que se libre el citado testimonio.

· Decreto del Fiscal Sr Escrituela de 30 de noviembre de 2.006 dimanante de las Diligencias Informativas 66/06 del Tribunal Superior de Justicia de Murcia  (cuya copia se acompaña para su unión al citado recurso de apelación).
· Decreto de Archivo de las Diligencias Informativas nº 276/06 de la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Murcia  (cuya copia se acompaña para su unión al recurso de apelación).
Es Justicia que reitero en el lugar y fecha ud supra.

Ldo. Vicente Pérez Pardo                                      Pdra. Almudena Cler Guirao.
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